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DERECHO HUMANO A LA IGUALDAD ENTRE EL VARÓN Y LA MUJER. SU ALCANCE 

CONFORME A LO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 4o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 

DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y EN LOS TRATADOS INTERNACIONALES.  

 
Al disponer el citado precepto constitucional, el derecho humano a la igualdad entre el varón 

y la mujer, establece una prohibición para el legislador de discriminar por razón de género, 

esto es, frente a la ley deben ser tratados por igual, es decir, busca garantizar la igualdad de 

oportunidades para que la mujer intervenga activamente en la vida social, económica, 

política y jurídica del país, sin distinción alguna por causa de su sexo, dada su calidad de 

persona; y también comprende la igualdad con el varón en el ejercicio de sus derechos y en 

el cumplimiento de responsabilidades. En ese sentido, la pretensión de elevar a la mujer al 

mismo plano de igualdad que el varón, estuvo precedida por el trato discriminatorio que a 

aquélla se le daba en las legislaciones secundarias, federales y locales, que le impedían 

participar activamente en las dimensiones anotadas y asumir, al igual que el varón, tareas de 

responsabilidad social pública. Así, la reforma al artículo 4o. de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, da la pauta para modificar todas aquellas leyes secundarias que 

incluían modos sutiles de discriminación. Por otro lado, el marco jurídico relativo a este 

derecho humano desde la perspectiva convencional del sistema universal, comprende los 

artículos 1 y 2 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, así como 2, 3 y 26 del 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; y desde el sistema convencional 

interamericano destacan el preámbulo y el artículo II de la Declaración Americana de los 

Derechos y Deberes del Hombre, así como 1 y 24 de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos. 
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GUARDA Y CUSTODIA DE LOS MENORES DE EDAD. LA DECISIÓN JUDICIAL 

RELATIVA A SU OTORGAMIENTO DEBERÁ ATENDER A AQUEL ESCENARIO QUE 

RESULTE MÁS BENÉFICO PARA EL MENOR [INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 4.228, 

FRACCIÓN II, INCISO A), DEL CÓDIGO CIVIL DEL ESTADO DE MÉXICO]. 

  
Como ya lo ha establecido esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

no existe en nuestro ordenamiento jurídico una suerte de presunción de idoneidad absoluta 

que juegue a favor de alguno de los progenitores pues, en principio, tanto el padre como la 

madre están igualmente capacitados para atender de modo conveniente a los hijos. Así las 

cosas, el intérprete, al momento de aplicar el inciso a), de la fracción II, del artículo 4.228 del 

Código Civil del Estado de México, que dispone que si no se llega a ningún acuerdo respecto 

a la guarda y custodia, "los menores de diez años quedarán al cuidado de la madre, salvo 

que sea perjudicial para el menor", deberá atender, en todo momento, al interés superior del 

menor. Lo anterior significa que la decisión judicial al respecto no sólo deberá atender a aquel 

escenario que resulte menos perjudicial para el menor, sino, por el contrario, deberá buscar 

una solución estable, justa y equitativa que resulte lo más benéfica para éste. La dificultad 

estriba en determinar y delimitar el contenido del interés superior del menor, ya que no puede 

ser establecido con carácter general y de forma abstracta; la dinámica de las relaciones 

familiares es extraordinariamente compleja y variada y es dicha dinámica, así como las 

consecuencias y efectos que la ruptura haya ocasionado en los integrantes de la familia, la 

que determinará cuál es el sistema de custodia más beneficioso para los menores. Así las 

cosas, el juez habrá de valorar las especiales circunstancias que concurran en cada 

progenitor y determinar cuál es el ambiente más propicio para el desarrollo integral de la 

personalidad del menor, lo cual se puede dar con ambos progenitores o con uno solo de ellos, 

ya sea la madre o el padre. En conclusión, la tutela del interés preferente de los hijos exige, 

siempre y en cualquier caso, que se otorgue la guarda y custodia en aquella forma (exclusiva 

o compartida, a favor del padre o de la madre), que se revele como la más benéfica para el 

menor. 
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GUARDA Y CUSTODIA DE LOS MENORES DE EDAD. EL ARTÍCULO 4.228, FRACCIÓN 

II, INCISO A), DEL CÓDIGO CIVIL DEL ESTADO DE MÉXICO, INTERPRETADO A LA 

LUZ DEL INTERÉS SUPERIOR DE LOS MENORES Y DEL PRINCIPIO DE IGUALDAD 

PREVISTOS EN LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, 

ES CONSTITUCIONAL.  

 

El artículo 4.228 del Código Civil del Estado de México, establece que: "Cuando sólo uno de 

los que ejercen la patria potestad deba hacerse cargo provisional o definitivamente de la 

guarda y custodia de un menor, se aplicarán las siguientes disposiciones: I. Los que ejerzan la 

patria potestad convendrán quién de ellos se hará cargo de la guarda y custodia del menor. 

II. Si no llegan a ningún acuerdo: a) Los menores de diez años quedarán al cuidado de la 

madre, salvo que sea perjudicial para el menor.". A juicio de la Primera Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, esta porción normativa resulta constitucional, siempre y 

cuando se interprete a la luz del interés superior de los menores y del principio de igualdad. En 

primer término, es necesario señalar que al momento de decidir la forma de atribución a los 

progenitores de la guarda y custodia, hay que tener en cuenta que la regulación de cuantos 

deberes y facultades configuran la patria potestad, siempre está pensada y orientada en 

beneficio de los hijos, finalidad que es común para el conjunto de las relaciones paterno-

filiales y, cabría agregar, este criterio proteccionista debe reflejarse también en las medidas 

judiciales que han de adoptarse en relación con el cuidado y educación de los hijos. En esta 

lógica, el legislador puede optar por otorgar preferencia a la madre en el momento de atribuir 

la guarda y custodia de un menor; sin embargo, este tipo de normas no deben ser 

interpretadas en clave de un estereotipo en el que la mujer resulta, per se, la persona más 

preparada para tal tarea. Es innegable que en los primeros meses y años de vida, las 

previsiones de la naturaleza conllevan una identificación total del hijo con la madre. Y no sólo 

nos referimos a las necesidades biológicas del menor en cuanto a la alimentación a través de 

la leche materna, sino, y como lo han desarrollado diversos especialistas en la materia a nivel 

internacional, el protagonismo de las madres en la conformación de la personalidad de sus 

hijos durante la primera etapa de su vida resulta determinante en el desarrollo de su conducta 

hacia el futuro. En esta lógica, la determinación de la guarda y custodia a favor de la mujer 

está basada en la preservación del interés superior del menor, el cual, como ya señalamos, 

resulta el criterio proteccionista al que se debe acudir. Esta idea, además, responde a un 

compromiso internacional del Estado mexicano contenido en el artículo 16 del Protocolo 

Adicional a la Convención Americana de Derechos Humanos en materia de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales. Ahora bien, como también señalan los expertos, pasado 

cierto periodo de tiempo, se opera un progresivo proceso de individuación del niño a través 

de la necesaria e insustituible presencia de ambos progenitores. El menor necesita tanto de 

su madre como de su padre, aunque de modo diferente, en función de la edad; ambos 
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progenitores deben hacer posible y propiciar la presencia efectiva de esas funciones 

simbólicas en el proceso de maduración personal de los hijos. 


